
SUMARIO: I. Introducción. II. El nuevo
escenario social.  III. La libertad expre-
siva es el vehículo de otros derechos
conexos. III. a. Derechos de reunión y
de asociación. III. b. Derecho de peti-
ción. IV. Fundamentos de la libert a d
expresiva. V. El ejercicio de la libert a d
expresiva. VI. La represión de la protes-
ta social. VII. Conclusiones.

I. Introducción 

La doctrina democrática tiene por
esencia la igualdad y la libertad. Su
contenido tiende a la supresión de la
desigualdad social y económica y a la
identidad entre gobernantes y gober-
nados mediante el establecimiento ra-
cional, voluntario y libre de un orden
social, económico y político igualita-
rio1.

La democracia no es sólo una forma
de organización del poder,  basada en
el autogobierno del pueblo sino, un or-
den social destinado a realizar en toda
su plenitud la personalidad del ser
humano, por eso, cuando vemos que

buena parte de nuestra sociedad ha
elegido el conflicto como forma de ob-
tener un mayor acceso a los bienes y
servicios básicos,  debemos analizar si
este hecho social tiene su correlato en
la organización del poder.

II. El nuevo escenario social

En la década del 90 el crecimiento del
desempleo y el desmantelamiento de
la seguridad social, determinó la apa-
rición de un nuevo actor social. Este
protagonista de las movilizaciones po-
see carácter heterogéneo porque pro-
viene de diversas clases sociales. 

La condición de “desempleado” impli-
ca un profundo quiebre en el mundo
individual y en el imaginario colectivo,
a la vez que impone a la persona una
nueva situación dentro de la sociedad.
Sin tener el marco laboral como núcleo
de ordenamiento primario, este sector
social fue buscando nuevos modelos
de organización que resultaron alter-
nativos al modelo de país impulsado
por las políticas estatales2.

R e v i s t a
JURIDICA

229DERECHO PUBLICO

La voz de los vulnerables sociales
Por

Daniel Horacio Cassani

1 Fayt, Carlos S., Los derechos humanos y el poder mediático, político y económico. Su mundiali -
zación en el siglo XXI , La Ley, Buenos Aires, 2001, pág. 250.

2 CELS, Temas para pensar la crisis, El Estado frente a la protesta social, 1996-2002, Siglo XXI,
Buenos Aires, 2003, páginas 18/9.



Los nuevos movimientos sociales arti-
culan otra forma de protesta que res-
ponde al cambio acaecido en el mode-
lo de producción y distribución de bie-
nes y servicios. Cuando la mano de
obra era importante para el sistema
productivo, el conflicto social se cana-
lizó a través de huelgas, éstas casi
siempre expresaron una puja privada
entre empleadores y empleados. En
cambio, cuando desaparece el trabajo
como forma de cohesión social, la pro-
testa actual se manifiesta en los cortes
de rutas, o de calles. No es casual que
se utilice el espacio público para cana-
lizar la nueva protesta, aquí se interpe-
la a los funcionarios del gobierno por-
que se trata de reclamos que exigen la
intervención directa del Estado. 

Los llamados “piqueteros” usaron el
espacio público para exigir a los re-
presentantes del Estado respuestas
concretas a problemas concretos.

Históricamente el término aludía a una
cuadrilla de huelguistas que presiona-
ba a sus compañeros vacilantes, o
contrapuestos, para que se plegaran a
un paro laboral3. También, en las tra-
dicionales luchas obreras, piquetes
eran los grupos de huelguistas que,
instalados en la puerta de una fábrica
o en sus inmediaciones, trataban de
impedir que entraran los trabajadores,
traídos desde otros sitios por patrones
y/o sindicatos con el fin de quebrar la
huelga.

Hoy el término piquetero simboliza el
enfrentamiento de sectores o partes
que, desalojados del mundo laboral,
pugnan por el acceso, o por la conso-
lidación en el acceso, a los bienes bá-
sicos necesarios para su subsistencia.

Frente a la ruptura y el desarraigo del
desempleo, los piqueteros se presentan
ante el Estado para pedirle explicacio-
nes sobre las políticas públicas que los
han dejado fuera de la sociedad de
consumo. 

III. La libertad expresiva es el vehículo
de otros derechos conexos

Esta interpelación se monta en el dere-
cho de libertad de expresión, en tanto
él se muestra como aglutinador de
otros derechos constitucionales de
quienes protestan. Dentro de estos de-
rechos encontramos el de r e u n i ó n,
asociación, petición y hasta el de opi-
nión, aunque es cierto que “todos los
derechos políticos -sufragio, prensa,
reunión- se reducen a la formulación y
cambio de ideas y pensamientos. Dar-
le a las ideas y a los pensamientos el
nombre de opinión significa asignarles
un sinónimo, pero no crear un dere-
cho”4.

III. a. Derechos de reunión y de aso-
ciación

El derecho de reunión es la especie po-
lítica del derecho de asociación. 
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No es una repetición inútil del derecho
de asociación, pues por propia y natu-
ral gravitación adquiere autonomía su-
ficiente para caracterizarse como ele-
mento esencial en la existencia de la
vida democrática y de su organización
representativa. El derecho de reunión
se traduce en la facultad propia de to-
dos los miembros de una comunidad
política de agruparse para, en comu-
nión de ideas, condicionar las accio-
nes en miras a una mayor defensa de
los intereses sociales y una mejor re-
presentación en las funciones de admi-
nistración de esos intereses5.

El derecho de reunión abarca toda cla-
se de asociaciones transitorias, mitines
y actos públicos, que pueden ir desde
la simple conferencia callejera hasta
las grandes asambleas populares.

III. b. Derecho de petición

De la forma democrática de gobierno,
emerge el derecho de peticionar a las
autoridades. Se trata de la facultad de
orden político que tiene el individuo
para formular a los agentes y autori-
dades solicitaciones, pedir su interven-
ción y promover su acción, comuni-
cándoles un hecho o estableciendo
una circunstancia6.

El derecho de petición representa un
puente de fácil comunicación entre go-

b e rnantes y gobernados, por medio
del cual el pueblo puede influir bené-
ficamente en las decisiones políticas,
haciendo peticiones que ilustren sobre
sus necesidades o pedir reparación
de los agravios que se le hubiesen in-
f e r i d o .

IV. Fundamentos de la libertad expre-
siva

La libertad expresiva se fundamenta en
tres tipos de razones: constituye un de-
recho natural y sustantivo de la perso-
na -fundamento individual- facilita el
descubrimiento de la verdad -funda-
mento social- y favorece el debido pro-
ceso democrático -fundamento políti-
co-7.

La libertad de expresión no sólo ha si-
do justificada como un aspecto básico
para el desarrollo de la autonomía de
la persona sino, también, como un ele-
mento esencial del sistema democráti-
co de gobierno.

Esta posición protege el discurso públi-
co por el valor que tiene el discurso
para el individuo, al promover tanto la
autorrealización individual como la
a u t o d e t e rminación individual-colecti-
va. El doble carácter de la libertad de
expresión la ubica privilegiadamente
dentro del cuadro constitucional de los
derechos o libertades políticas, confi-
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gurado también por la libertad de con-
ciencia, reunión, petición y asociación,
y los complementarios de los artículos
37, 38, 39 y 40 conforman un ordena-
miento sistémico8.

Esta unidad resultante y las relaciones
de complementariedad que emergen
entre ellos justifican la interpretación
sistemática de la Constitución, en este
aspecto, y obligan a una visión en con-
junto que tenga en cuenta el significa-
do que tienen estos derechos como ele-
mentos constitutivos de un sistema uni-
tario ligado a valores9.

Creemos, entonces, que la apoyatura
que ofrece la libertad expresiva a la
protesta social está contemplada en el
juego de los principios receptados en
los artículos 14, 19 y 33 de nuestra
Constitución. A dicha plataforma nor-
mativa, deben añadirse los principios
de igual jerarquía provenientes del De-
recho Internacional de los derechos
humanos.

V. El ejercicio de la libertad expresiva  

Los derechos de los manifestantes, aun-
que reconocidos constitucionalmente,
no son absolutos. Luego de esta afirm a-
ción incuestionable no sabemos mucho
más acerca de cómo deberíamos ac-
tuar ante una manifestación concreta

y esta relativa incertidumbre exige que
la resolución de un conflicto constitu-
cional recurra a un análisis cuidadoso,
especialmente cuando de él depende
la imposición de una pena. ¿Qué de-
recho debe prevalecer?, ¿el de los ma-
nifestantes, o el de las personas que
desean circular libremente ejerciendo
su derecho de tránsito?

La invocación abstracta a la necesaria
armonización entre todos los derechos
no otorga fundamento suficiente a la
decisión de restringir una protesta,
pues no ofrece mayores argumentos
acerca del modo en que debe cons-
truirse el entramado de los intereses en
juego10.

Dada la importancia que revisten en
una sociedad democrática, las injeren-
cias para regular estos derechos de-
ben adecuarse a los parámetros de le-
galidad y necesidad: la injerencia es-
tatal debe establecerse por ley y debe
responder a una necesidad social im-
periosa.

La Convención Americana otorga un
valor sumamente elevado a la crítica
política y reduce al mínimo la posibili-
dad de cualquier restricción. En primer
lugar, está prohibida la censura pre-
via, salvo supuestos muy excepciona-
les. Ello significa que como regla, fren-
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te a un acto expresivo, sólo es posible
una reacción estatal, nunca una intro-
misión previa.

Los gobiernos no pueden, sencillamen-
te,  invocar el mantenimiento del orden
público como medio para suprimir un
derecho garantizado por la Conven-
ción o para privarlo de contenido real. 

La libertad de expresión constituye uno
de los fundamentos esenciales de una
sociedad democrática. En este sentido,
el Tribunal Constitucional español re-
cordó que la ley fundamental garanti-
za el mantenimiento de una comunica-
ción pública, libre, sin la cual queda-
rían vaciados de contenido real otros
derechos que la misma consagra, re-
ducidas a formas huecas las institucio-
nes representativas y absolutamente
falseado el principio de legitimidad
d e m o c r á t i c a1 1. Tal posición clave y
básica de la libertad de expresión res-
pecto de los demás derechos ha perm i-
tido configurarlo como un derecho pre-
ferente, por ello, cuando entra en con-
flicto con otros derechos fundamenta-
les, o con otros intereses de significati-
va importancia social respaldados por
la legislación penal, las restricciones
que de dicho conflicto puedan derivar-
se deben ser interpretadas de manera
que el contenido fundamental del dere-
cho de opinión no resulte desnaturali-
z a d o .

En consecuencia, la reglamentación
del derecho no puede ser la base para

que la manifestación sea prohibida
por considerarla en abstracto como un
sinónimo de desorden público; dada
su naturaleza institucional, la limita-
ción al ejercicio del derecho de pensar
y dar a conocer las ideas debe estar
dirigida exclusivamente a evitar ame-
nazas graves e inminentes. Un peligro
sólo potencial resultaría insuficiente
para justificar la injerencia estatal.

Un elemento fundamental para el for-
talecimiento de las democracias es el
establecimiento de un marco jurídico
adecuado e interpretaciones judiciales
que protejan los derechos de partici-
pación y libre expresión de todos los
sectores de la población.

La necesidad de hacer visibles los re-
clamos de los excluidos influye para
que los escenarios elegidos por éstos
sean importantes vías públicas. En mu-
chos casos los manifestantes, a pesar
de haber vías alternativas de expre-
sión, han preferido seguir adelante
con una medida como cortar una ruta,
directamente perjudicial para muchos
de los habitantes de la comunidad. Sin
embargo, debemos ser cuidadosos an-
tes de afirmar que este hecho los trans-
forme en actos ilícitos. 

No puede olvidarse que justamente las
calles y parques son lugares especial-
mente privilegiados para la expresión
pública. La construcción del foro público
en la doctrina de la Corte de los Estados
Unidos, considera que las calles y los
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p a rques han sido confiadas al uso públi-
co desde tiempo inmemorial, usándose
desde siempre para el propósito de
que los ciudadanos se reúnan en asam-
bleas, se comuniquen entre sí y discutan
sobre cuestiones públicas1 2.

El Estado se encuentra facultado para
limitar el discurso político cuando tal
interferencia es necesaria para satisfa-
cer algún interés público relevante; en
cambio, las expresiones de meras opi-
niones resultan como principio absolu-
tamente libres. La excepción a dicho
principio existiría cuando la difusión
de la opinión constituye un estímulo de
acciones inmediatas, casi automáticas
que no permite la intervención de otros
participantes en el debate con el obje-
to de exponer al público a opiniones
alternativas sobre la cuestión13.

La libertad de expresión es quizás el de-
recho que menos interferencia del Estado
admite, es decir, el que más cerca de ser
absoluto se encuentra, o el menos relati-
vo de todos1 4. La interferencia sólo es
necesaria para proteger a terceros de los
daños que podría provocar la conducta
del individuo en cuestión. El daño a ter-
ceros constituye el límite represivo del Es-
tado y encuentra su fundamento constitu-
cional en el artículo 19 de la Constitución
Nacional. La Corte Suprema ha interpre-
tado, en el caso “Gunther, Fernando R.

c/Estado Nacional”, que el art. 19 con-
fiere arraigo constitucional al principio
que prohíbe causar perjuicio a los dere-
chos de terceros; ello es así en cuanto al
p r e s e rvar dicha norma frente a la autori-
dad de los magistrados a las acciones
privadas que, entre otras cosas, no da-
ñan a terceros, está estableciendo -a
contrario sensu- que cae bajo potestad
del Estado toda conducta que perjudica
a otro y que obliga a resarcir el daño1 5.

El argumento del daño a terceros, a
veces, es tomado para reclamar la in-
tervención estatal alegando que las
manifestaciones sociales no son una
simple expresión ya que conllevan una
serie de acontecimientos dañosos vin-
culados con ellas, como incendios de
neumáticos o daños menores. 

Todos los discursos implican expresio-
nes y algo más. Si se trata de una ex-
presión oral, tenemos ruidos que pue-
den interrumpir a otros; si se trata de
una expresión escrita, existe la posibi-
lidad de ensuciar la vía pública. Lo
verdaderamente importante es que en
todos los casos se debaten ideas y és-
tas merecen el más decidido cuidado
por parte del poder público. Los daños
podrán merecer reproches por parte
de la comunidad, pero es perfecta-
mente posible distinguir un exceso re-
prochable de la prioritaria necesidad
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de resguardar las expresiones públicas
de la ciudadanía16.

El haz de derechos contenidos en la li-
bertad expresiva, cuando se ejercita
en lugares de tránsito público, pro-
mueve el intercambio o exposición de
ideas, la defensa de intereses o la pu-
blicidad de problemas concretos y
constituye un cauce relevante del prin-
cipio democrático para esa comuni-
dad que no pudo dar solución adecua-
da a esos reclamos.

VI. La represión de la protesta social

En la mayoría de casos alcanzados
por la justicia penal, los reclamos han
estado protagonizados por personas
de escasos recursos y con graves difi-
cultades para tornar audibles sus vo-
ces y llamar la atención del poder pú-
blico. 

La criminalización de la protesta po-
dría generar un efecto amedrentador
sobre una forma de expresión de los
sectores de la sociedad que no pueden
acceder a otros canales de denuncia o
petición. Lo concluyente es considerar
si efectivamente el Estado garantiza un
espacio de intensidad adecuado a la
voz política de cada uno.

La Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos destacó que en el pro-
ceso para el logro pleno del Estado de

Derecho, los defensores de derechos
humanos tienen un papel protagónico
a través de la denuncia pública de las
injusticias que afectan importantes sec-
tores de la sociedad y del necesario
control que ejercen sobre los funciona-
rios públicos y las instituciones demo-
cráticas17.

Atemorizar el ejercicio de la expresión,
a través de la amenaza de imposición
de penas privativas de la libertad para
las personas que utilizan el corte de ru-
ta, tiene un efecto disuasivo sobre aque-
llos sectores de la sociedad que mani-
fiestan sus puntos de vista, o sus críticas
a la gestión de gobierno, para intentar
incidir en el proceso de decisión política
estatal que los afecta directamente.

Según Vanossi en los sistemas de de-
mocracia constitucional se producen
desequilibrios en la dinámica de los
centros de decisión que pueden provo-
car situaciones de crisis o de anomia,
por lo que observar el proceso de la
decisión política deviene más de una
fina observación que de la lectura de
las normas jurídicas. El tema de la de-
cisión política es también un problema
de comportamiento o cultural que de-
be apuntar a la generación de condi-
ciones que favorezcan la mayor igual-
dad de oportunidades en el acceso a
las libertades18.

Tanto la pobreza como la marginación
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social en que viven amplios sectores de
la sociedad afectan su libertad de ex-
presión porque sus voces se encuen-
tran postergadas y, por ello, fuera de
cualquier debate.

Un mecanismo como la ocupación tem-
poral de algún espacio público contri-
buiría al mejoramiento de las condicio-
nes de estos sectores sociales, a través
del ejercicio del derecho a expresarse.

Creemos que al momento de valorar
las conductas contrarias al derecho de-
be analizarse si la utilización de san-
ciones penales encuentra justificación
bajo el estándar de la Corte Interame-
ricana, que establece la necesidad de
comprobar que dicha restricción satis-
face un interés público imperativo ne-
cesario, para el funcionamiento de una
sociedad democrática.

Es necesario evaluar si la imposición
de sanciones penales es el medio me-
nos lesivo para restringir la libertad de
expresión practicada a través del dere-
cho de reunión manifestado en una
demostración en la vía pública o en es-
pacios públicos.

VII. Conclusiones 

La protesta y movilización social se
han constituido como una herramienta
de petición a las autoridades públicas
y también como un canal de denuncias
sobre corrupción, abusos o violaciones

a los derechos humanos. Estos nuevos
actores sociales conocidos como “pi-
queteros” avanzaron sobre el espacio
público para lograr visibilidad y lo hi-
cieron poniendo en jaque uno de los
atributos básicos del Estado: su territo-
rio.

Algunos creen que los movimientos de
cortes de rutas, piquetes y saqueos in-
dican claramente que gran parte de la
sociedad argentina ha olvidado el
concepto de Derecho y se aleja del
concepto de mayoría para acercarse
al nuevo de multitud como conjunción
gregaria y difusa de clase media em-
pobrecida y despojada, desocupados,
marginales y jóvenes sin horizonte de
vida19.

Sin embargo, son los procesos de mar-
ginación, fragmentación y diferencia-
ción social los que nos alejaron de los
mandatos constitucionales. La privati-
zación de la economía, la deuda ex-
terna y la concentración de la riqueza
no son producto de fenómenos natura-
les, sino, de concretas decisiones del
poder. Frente a esas decisiones estata-
les se presenta el reclamo de los exclui-
dos de los beneficios del mercado.

Ese reclamo utiliza la libertad de ex-
presión para criticar al gobierno. Co-
mo dice Ferreyra, es bien cierto que no
es un derecho absoluto, pero también
parece ser cierto que obstruir el dere-
cho de libertad de expresión (cuando
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quienes lo ejercen, mediante la reu-
nión y la petición pacífica, ponen de
manifiesto un estado de necesidad ex-
trema y casi terminal) no condice con
ningún interés público que justifique la
i n t e rvención: máxime si una de las con-
secuencias de la represión puede ser la
de vaciar de contenido el derecho de li-
b e rtad de expresión2 0. 

El debate público es vital para la de-
mocracia, por eso, la protesta calleje-
ra, en principio, debe ser entendida
como un debate público de ideas y
propuestas.

Una sociedad libre es aquella que pue-
de mantener abiertamente un debate
público y riguroso sobre sí misma. Es-
to implica defender un arreglo institu-
cional en donde no sólo se deje de la-
do la censura previa, sino que, ade-
más,  se procure asegurar que las dis-
tintas voces (demandas, quejas) pre-
sentes en la sociedad puedan ser escu-
chadas. El esquema defendido implica
un compromiso con un sistema institu-
cional en donde los derechos más es-
trechamente vinculados con la autono-
mía individual y el autogobierno colec-
tivo reciban una protección privilegia-
da por parte del Estado. Este encuen-
tra en el respeto más firme de tales de-
rechos el fundamento mismo de su pro-
pia legitimidad. La democracia delibe-

rativa encuentra una virtud instrumen-
tal en la expresión del disenso, pues es
uno de los reaseguros procedimentales
básicos para la obtención de decisio-
nes políticas con mayor probabilidad
de justicia21.

La democracia tiene necesidad de un
ciudadano político que haga uso efec-
tivo de sus derechos. La garantía cons-
titucional de la libertad de expresión
fue creada para asegurar el irrestricto
intercambio de ideas con el objeto de
provocar los cambios políticos y socia-
les deseados por el pueblo22.

La protesta callejera parece encajar co-
mo el ejercicio regular de un derecho,
motivo por el cual, en principio, no ca-
bría suponerse la derivación de ningún
ilícito de tales conductas. El Estado ar-
gentino debe velar por propinar el mar-
co adecuado para el ejercicio regular
del derecho de petición o protesta. 

¿Quién abusa del derecho: el piquete-
ro que corta la ruta, dejando escaso
paso y protesta por el cambio social, o
el Estado, que penaliza su comporta-
miento por afectar derechos y bienes
de los demás23?

La protesta es originada por las desi-
gualdades implícitas y explícitas exis-
tentes en la sociedad, por eso, para
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analizar esta especial forma de queja
social, la opción racional es la toleran-
cia.

No podemos pensar que tiene más va-
lor la libertad de un automotor para
circular que la protesta de una perso-
na que necesita comida y trabajo para
vivir dignamente.

Lo que lleva a los piqueteros al corte es
la necesidad de hacer visible el conflic-
to. Este conflicto le muestra a la socie-
dad cuál es la realidad que se escon-
de, cuáles son las carencias y humilla-
ciones a la que gran parte de la pobla-
ción es sometida. Muchos de los que
manifiestan no pueden planificar su vi-
da para el día siguiente. Por eso nos
preguntamos: ¿Hay que temer al mar-
ginado del mercado de consumo por
una sociedad injusta, o hay que cam-
biar la sociedad para que no existan
los excluidos?

El valor preferido de la libertad de ex-
presión por sus implicancias democrá-
ticas aporta argumentos sustanciales
al momento de dirimir la tensión frente
a otros derechos. Para que los poderes
públicos  puedan incidir en el derecho
de dar a conocer las ideas, constitucio-
nalmente garantizado, ya sea restrin-
giéndolo, modificando el modo de su

ejercicio o prohibiéndolo, es preciso
que los manifestantes cometan actos
de violencia inaceptables o que el ob-
jeto de la asociación no sea el de lle-
var adelante la protesta encaminada
al cambio social sino el de cometer de-
litos indeterminados.

Aun cuando el ejercicio de este dere-
cho de reunión suele producir tras-
t o rnos y restricciones en la circula-
ción de personas y de vehículos, no
puede perderse de vista que en una
sociedad democrática el espacio ur-
bano no es sólo un ámbito de circu-
lación, sino también un espacio de
p a rt i c i p a c i ó n2 4.

La obligación del Estado es procurar
construir un orden económico justo.
Mientras no lo haga, debe escuchar a
los que muestran las injusticias cometi-
das para lograr la ansiada “estabili-
dad económica” o el venturoso “supe-
rávit fiscal”.

El desafío, abierto al porvenir, es el se-
ñorío del hombre sobre sí mismo y so-
bre el medio que lo rodea, en benefi-
cio de sus semejantes. Esto significa
acción solidaria con la finalidad de
equilibrar las desigualdades sociales y
económicas y asegurar a todo ser hu-
mano su vida, su salud, su educación y
su trabajo25.
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24 CELS, ob. cit. en nota 2, pág. 63.

25 Fayt, ob. cit. en nota 1, pág. 51.


